
PETITORIO DE CUMPLIMIENTO 
 
 
Petitorio de cumplimiento que el Estado Chileno 
debe ejecutar las resoluciones del Comité de 
Derechos Humanos en su sesión del mes de marzo 
del 2007,  89 sesión: 
Al inmediato corte de juicio  a los Presos Políticos 
Mapuches enjuiciados por el Estado Chileno a 
causa de defender los Derechos Civiles y Políticos 
del Pueblo Mapuche. 
 
1.- Libertad inmediata de los procesados, que 
hasta el momento de la emisión de la resolución 
del Comité, no hayan sido objeto de acusación por 
parte del Ministerio Público, igualmente liberacion 
de los condenados por la injusta aplicación de la 
ley antiterrorista 18.314. 
 
En efecto, el párrafo N° 7 del documento de 
recomendaciones, del Comité de Derechos 
Humanos, estableció que la definición de 
terrorismo “18.314”, resulta demasiado amplia. Esta 
amplitud de concepto a permitido que “miembros 
de la Comunidades Mapuches hayan sido 
acusados de terrorismo por justas  demandas de 
tierra, cultura, justicia y libertad”. Esta corruptela 
nació de una voluntad oculta que dirigió ciertos 
actuados policiales que distorsionaron las 
reivindicaciones sociales de los Mapuches, y 
documentaron indebidamente sendos atestados 



policiales qe ficticiamente imputan delitos de 
terrorismo a Líderes y Defensores de Derechos 
Humanos Mapuches. 
El exámen exaustivo de los Magistrados del Comité 
de Derechos Humanos concluye que el Estado 
incumple con brindar las garantías procesales que 
establece el Art. 14 del Pacto de los Derechos 
Civiles y Políticos. La  Ley 18.314 limita la letra y el 
espíritu de los Art 2, 14 y 27 del mencionado Pacto. 
 
En mérito de estas consideraciones. Ningún 
Mapuche puede continuar en prisión puesto que  
“la ley no ampara el abuso del derecho”. Chile 
abusó de sus facultades legislativas y judiciales al 
aplicar la referida ley ha hechos y personas que 
actuaron en ejercio de sus derechos civiles y 
políticos. Dentro del plazo que le ha concedido el 
Comité a Chile debe comenzar de inmediato a 
revisar tales procesos judiciales y mientras dura la 
revisión, los Presos Políticos Mapuches con 
acusación o juzgamiento pendiente deben ser 
puesto en inmediata libertad. 
 
2.- Derogatoria inmediata de la ley 18.314 llamada 
“ley anti-terrorista” en las partes que directa o 
indirectamente dan pie a reprimir las luchas y las 
justas reivindicaciones del Pueblo-Nación 
Mapuche por reivindicar sus Derechos Civiles y 
Políticos. 
 



La defensa de los derechos por tierras, aguas, 
territorios y recursos ejercida por el Pueblo 
Mapuche no es delito, ni puede calificarse por 
extensión. En derecho penal no se puede hacer 
una interpretación extensiva de la norma, cuando 
una norma tipifica determinados hechos, no se 
puede aplicar para otros hechos aduciendo 
seguridad para el estado. Es una distorsión que 
cometió deliberadamente el Poder Judicial, 
siguiendo mandatos del Poder Ejecutivo, violando 
el principio de indepencia de poderes, 
conspiración de factus que se ha puesto punto 
final con la recomendación N° 7 del Comité. Por 
tanto ipso-juri  la ley 18.314 no es de aplicación 
para los líderes Mapuches procesados y de 
inmediato el estado debe disponer su derogatoria 
en las partes que dan pie solapadamente ha 
incriminar la Defensa Mapuche de sus derechos. 
El terrorismo fue combatido desde 1641 por el 
Pueblo Mapuche cuando llegaron los 
colonizadores con armas de fuego a interrumpir la 
vida armoniosa de nuestras comunidades 
Mapuches. Con el advenimiento de la República 
criolla de Chile , en 1810, los descendientes de los 
colonizadores convirtieron ese terrorismo de sangre 
y fuego en terrorismo de estado. Es decir, que no 
somos los mapuches los que hacemos terrorismo en 
Chile, por el contrario lo hemos combatido al 
terrorismo, pero indebidamente el estado bajo una 
legulellada calificó a nuestros líderes como autores 
de tal delito, basándose en su jus-imperium, por 



tanto el Comité ha hecho justicia, condenando al 
estado para que se rectifique y que su legislación 
antiterrorista le limite ha “crímenes que ameriten ser 
equiparados a las consecuencias graves 
asociadas con el terrorismo”. Es decir, que los 
conceptos fundamentales deben ser reformulados 
por el estado a fin de que no se involucren a la 
Defensa Mapuche bajo dicho tipo penal, exige la 
revisión nmediata de dicha ley. 
 
Asociada ha esta recomendación a la N° 9, donde 
dispone que “No permanezcan impunes”, los 
responsables de ejecuciones extrajudiciales, 
desapariciones forzadas o torturas reveladas por la 
Comisión  Nacional Sobre Prisión Política y Tortura 
(CNPPT), el estado más bién debe perseguir  a los 
responsables de dichos actos, los mismos que si son 
terroristas y que actuaron investidos de autoridad 
estatal, lo cual resulta un agravante mayor, que 
jusifica la exigencia de una reformulación de 
conceptos que debe purgar el estado examinado 
a la luz de un caval cumplimiento de las garantías 
procesales comprometidas por el estado cuando 
ratificó el Pacto de Derechos Civiles y Políticos. 
 
3.- Cese inmediato de los hostigamientos físicos y 
sicológicos a los líderes Mapuches internados en 
diferentes Centros Penitenciarios, principalmente 
en las prisiones de Alta Seguridad, sean 
procesados o condenados. 
 



El párrafo décimo de las recomendaciones del 
Comité revela que el estado continúa con los 
malostratos, que las fuerzas del orden aplican a los 
Defensores de los Derechos Mapuches y le obligan 
que ponga fin a dichos abusos, sancionando a los 
polícias que cometan abusos en agravio de los 
Líderes Mapuches en prisión, por tanto el Ministerio 
del Interior debe dictar en forma inmediata 
directrices internas que ordenen el cese inmediato 
de hostigamientos, intimidaciones y sobre todo el 
desarraigo familiar, de que son víctimas hasta este 
momento los Líderes Mapuches que defienden  los 
derechos de su pueblo. 
 
Las directrices que el Ministerio del Interior emitirá 
en cumplimiento de la décima recomendación 
deberán ser transcritas a la Oficina del Alto 
Comisionado para que los organismos de 
mecanismo especiales con mandato expreso de 
vigilar el  Convenio Contra la Tortura fiscalice las 
prisiones donde hay detenidos de la Defensa 
Mapuche. Asi mismo tales detenidos deben ser  
sometidos de inmediato a los respectivos 
reconocimientos forenses de Medicina Legal para 
determinar su estado de salud física y mental, 
comparada a su estado en la fecha en que fueron 
detenidos. Esta pericia médica arrojará el resultado 
del grado de tortura al que fueron sometidos. Todo 
esto en cumplimiento de la décima 
recomendación será ejecutado de una manera 
imparcial y lo mas objetiva posible, en caso de no 



haber garantías de imparcialidad será la Cruz Roja 
quien se debe encargar de realizar dichos 
exámenes, en aras de la transparencia y 
honestidad que debe primar en este proceso de 
implementación de las recomendaciones. 
 
4.- Establecimiento inmediato de un mecanismo 
institucional de diálogo vinculante que recepcione 
las peticiones del Pueblo Mapuche organizado y le 
de solución gradual, priorizando las nesesidades 
mas urgentes y los riesgos mas peligrosos que 
afectan al Pueblo Mapuche. 
 
La Oficina del Alto Comisionado de Derechos 
Humanos, asumiendo la recomendaciones del 
Comité de Derechos Humanos y cumpliendo su rol 
de hacer viables actos que de inmediato se 
cumplan, para no dejar en letra muerta estas 
observaciones debe convocar al estado parte y a 
los afectados, incluidos las recurrentes, para 
sostener un trato directo que permita remediar los 
daños causados o volver las cosas a su estado 
anterior , a fin de que se reestablezcan la paz y la 
armonía que gozaban el pueblo mapuche y sus 
comunidades afectadas antes de ser detenidos sus 
líderes, devolver a sus hogares a los detenidos 
Mapuches principalmente a las mujeres madres de 
familias con hijos menores de edad que requieren 
ser liberadas en el término de la distancia para 
suspender el estado de abandono en que se 
encuentran sus hijos, expuestos a males mayores, a 



peligros y a sufrimientos sicológicos, espirituales y 
afectivos que sufren principalmente los niños al 
estar desarraigados de sus padres, comunidad, de 
sus tierras (Lof). 
 
Al respecto, han surgido opiniones para que se 
constituya una instancia tripartita. Gobierno-Pueblo 
Mapuche-Alto Comisionado, que contemple el 
inició rápido de las implementación de las 
recomendaciones sin esperar largos trámites 
burocráticos ni dar pie. 
 
Sin embargo, la adopción de medidas interpuestas 
por el Comité no requieren mas espera. El estado 
bajo el principio de la buena fe, debe disponer de 
inmediato y comunicar que acciones esta 
dispuesto ha adoptar en el acto, a fin de que se 
vaya superando etapas de la implementación de 
las recomendaciones por voluntad propia y 
responsable del mismo estado que no de motivo a 
nuevas exigencias ni a dilaciones que puedan 
perjudicar el nuevo estado de proceso. No dar 
marcha atrás, lo que esta resuelto hasta hoy no 
debe dar motivo a nuevos apremios, ni muchos 
menos causar mas molestias a los afectados. Lo 
minímo debe ser que el estado comunique a los 
afectados que va a cumplir las recomendaciones 
del Comité, para no causar mas agobio a las 
familias, para demostrar que es un estado 
responsable y que va a honrar sus compromisos, 
para dar seguridad jurídica a la cuidadanía en 



general y que comunique a la Oficina del Alto 
Comisionado que el estado esta dispuesto ha 
incluir a los familiares de los afectados en el 
proceso de brindarles las satisfacciones oportunas 
por los excesos cometidos. Dialogar de igual a 
igual, es un requisito indispensable para el proceso 
de implementación de las medidas que deben 
remediar las consecuencias negativas que 
causaron el mal proceder estatal, es decir un mea 
culpa previo posibilita una ejecución real y 
honesta, donde deben primar valores morales y 
éticos que recuperen la confianza y que no 
provoquen nuevos desaires toda vez que los 
compromisos supremos que asumió el estado 
deben ser cumplidos para dar el ejemplo a los 
cuidadanos. De lo contrario ellos mismos serían los 
causantes de una debacle institucional. 
 
 
 
5.- Disolución inmediata de la CONADI 
(Corporación Nacional de Desarrolo Indígena), 
amerito de los fundamentos expuestos en el 
documento emitido por los miembros del Consejo 
Nacional de la CONADI, representantes indígenas 
que denunciaron la violación de sus derechos en el 
interior de dicho organismo público. 
 
Una de las medidas inmediatas que debe adoptar 
el estado ha nivel de administración pública es la 
disolución total de la CONADI (Corporación 



Nacional de Desarrollo Indígena) previa revisión de 
cuentas para determinar los motivos  de la crisis 
que se evidenció el mismo día en que el Comité 
examinaba el Informe de Chile en New York, ese 
mismo día dos Consejeros de la Conadi 
denunciaron que el estado les había excluido del 
proceso de respuestas a las observaciones y 
cuestionario del Comité.  
 
En efecto, la administración pública por mandato 
constitucional obliga a  hacer participar ha los 
consejeros de cualquier organismo público cuando 
este último tenga que rendir informes o presentar 
respuestas a la fiscalización interna o externa. El 
punto culminante de la crisis que explotó en la 
CONADI en momentos cruciales para el estado, 
pone de manifiesto que ni el propio estado respeta 
sus propias reglas. Según la ley Indígena la CONADI 
en un organimos en que la participación indígena 
debe ser real y efectiva. Incluso establece que 
para ser Consejero en el Alto Directorio de CONADI 
se elige a sus miembros mediante un proceso 
electoral done se expresa la voluntad democrática 
de los Indígenas, es decir, que los Pueblos 
Indígenas al ser convocados para elegir a sus 
representantes, se les toma su palabra, bajo el 
compromiso de respetar a quienes los indígenas 
eligen, pero en este caso los propios delegados 
indígenas denunciaron al estado la exclusión de la 
que fueron víctimas, lo cual acarrea la nulidad de 
un acto tan trascendental para dicho organismo 



público, significa que no da para más y que debe 
ser desactivada para refundar una nueva relación 
más justa entre los Pueblos indígenas y el Estado a 
la luz de los principios fundamentales que 
subyacen en las recomendaciones del Comité 
 
 
 
 
 
 6.- Derogatoria de la ley N° 19.253 llamada Ley 
Indígena y que se promueva a nivel legislativo la 
ratificación por Chile del Convenio Internacional 
169 de la OIT (Organización Internacional del 
Trabajo), y que culmine con la implementación de 
dicho instrumento legal, por un organismo 
indígena,  que se creara, con debido presupuesto 
público. 
 
El Convenio 169 de la OIT, es un instrumento 
internacional de antigua data en el nivel del 
Derecho Internacional Público, que brinda a los 
estados alternativas para brindar servicios públicos 
adecuados a los pueblos indígenas. No hay razón 
alguna para que el estado permanezca indiferente 
a la ratificación de esta norma y convertirla en una 
ley interna que le permita afrontar su 
responsabilidad que tiene con los pueblos 
indígenas preexistentes al peródo colonial y 
republicano. El estado actualmente atraviesa por 
su mejor momento economicamente, tiene un alto 



índice de ingresos, percibe por concepto de 
tributos dinero suficiente para implementar el 
Convenio 169 de la OIT, los últimos 20 años se ha 
beneficiado con  millonarios caudales provenientes 
de la cooperacion técnica y financiera 
internacional, donaciones sin obligación de 
retorno, créditos con muchos años de gracia a 
ínfimos intereses por parte del banco 
interamericano del Desarrollo (BIT), como es el caso 
del Programa “Orígenes”. Pero dichos fondos no 
han llegado en absoluto a las comunidades. 
Fueron destinados a un asistencialismo que a 
corrompido y ha generado la creación de 
supuestas y falsas organizaciones indígenas que se 
han interpuesto como intermediarios, impidiendo la 
promoción de un verdadero autodesarrollo de las 
comunidades, todo esto amparado en la llamada 
Ley indígena, que a la fecha es evidentemente 
caduca para la dinámica indígena real de la 
actualidad. 
 
Hoy los pueblos indígenas reclaman ser atendidos 
bajo las normas y principios fundamentales del 
Convenio 169 de la OIT. Justamente la 
recomendación del párrafo 19, de las 
recomendaciones del Comité recoge el término 
de “tierras antiguas” como elemento fundamental 
para la sobrevivencia y la materialización del 
derechos a la Libre-determinación que la 
corresponde al  Pueblo-Nación Mapuche, 
establecido en el primer artículo del Pacto de 



Derechos Civiles y Políticos. En consecuencia para 
encontrar una solución efectiva ha los abusos 
cometidos en agravios del Pueblo Mapuche, el 
estado tiene al Convenio 169-OIT como un 
instrumento para que queden reconocidas las 
tierras ancestrales del Pueblo Mapuche, tal como 
disponen el acápite A, del párrafo 19 de las 
recomendaciones del Comité. 
 
Para este fin, y en uso de todas las finanzas que les 
corresponden a todos los pueblos indígenas, el 
estado debe crear en sustitución de la CONADI, un 
organismo integramente indígena, que se 
encargue de conducir el proceso de  reversión de 
las tierras ancestrales de las comunidades 
Mapuches, y al respeto a su soberanía y propiedad 
que les corresponde de tentar. En tal sentido, 
aquellas Autoridades Ancestrales del Pueblo 
Mapuche, que en ejercicio de su legítimo derecho 
defendien sus tierras, territorios y recursos deben 
quedar liberados de cualquier acusación, incluidos 
quienes cerraron las rutas que penetraron sin 
consentimiento sus propiedades. El nuevo 
organismo indígena será creado para hacer 
efectivo el primer artículo del Pacto de Derechos 
Civiles y Políticos, que a la letra dice “ Todos los 
pueblos tienen el derecho de libre determinación, 
en virtud de este derecho establecen libremente su 
condición política y proveen a si mismo a su 
desarrollo económico, social y cultural. Para el 
logro de sus fines todos los pueblos pueden 



dispones libremente de sus riquezas y sus recursos 
naturales, sin perjuicio de las obligaciones que 
derivan de la cooperación económica 
internacional basada en el principio del beneficio 
recíproco, asi como del derecho internacional, en 
nungún caso podrá privarse a un pueblo de sus 
propios medios de subsistencia” 
 
El estado no puede negarse ha cumplir este 
compromiso. Somos un pueblo que merece 
respeto y esta solución que alcanzamos es lo 
mínimo que puede hacer el estado para 
regularizar la grave falta que ha cometido desde 
su instalación como República, debiendo asumir a 
si mismo el pasivo recebido de la colonia. 
 
 
 
7.- Que el Gobierno proponga de inmediato la 
creación de una Comisión Parlamentaria 
encargada de elaborar, con participación de los 
Pueblos Indígenas una iniciativa con reforma 
constitucional, donde se establezca que el Estado 
Chileno reconoce para su funcionamiento legal, la 
pre-exsistencia y los Derechos de los Pueblos 
Indígenas tal como lo establecen el Art. 1, 1 y 2 del 
Pacto Internacional de los Derechos Civiles y 
Políticos. 

 

La Constitución del Estado desde su primer ejemplar ha 
ocultado a los pueblos indígenas no les ha valorado su 



trayectoria histórica, sus experiencias exitosas, ni 
menos los ha hecho parte de la estructura 
administrativa. El Sistema Legislativo actual resultará 
esteril para implementar las recomendaciones del 
Comité si previamente en la Constitución del Estado no 
se promulgue expresamente que los pueblos indígenas 
son la base plurinacional. Los pueblos indígenas no 
somos chilenos, porque el mismo estado no nos ha 
dado el lugar que nos corresponde en su constitución. 
Ese vacío constitucional generado por los grupos de 
poder, evidencia que el estado chileno tiene una 
estructura excluyente que debe ser superada en la 
misma ley de leyes, para que las leyes de menor 
jerarquía puedan funcionar en el proceso de 
implementación de las resoluciones del Comité de 
Derechos Humanos. 
 
Sírvase admitir el presente documento que el 
seguimiento a nuestras observaciones que con fecha 14 
de marzo del presente año remitimos las suscritas al 
Comité de Derechos Humanos, lo cual nos da el 
derecho ha participar a plenitud en el proceso de 
cumplimiento e implementación de las recomendaciones 
emitidas por el Comité de Derechos Humanos en su 
última sesión 
 
Attentamente. 
 
Flor Rayen Calfunao Paillalef. 
Andrea Marifil Calfunao. 
calfunaopaillalef@yahoo.fr 
 
Comuneras de la Comunidad Mapuche Juan Paillalef. 



IX Región de Temuco, Territorio Mapuche. 


